
Una pesadilla del nazismo revive en Venezuela

DescripciÃ³n

â??Nos maltrataban a todos, pero desde el principio se centraron en mÃ. DecÃan que yo podÃa decir
datos, informaciÃ³n de mi hermano, de dÃ³nde estaba, porque como yo tenÃa dos niÃ±os pequeÃ±os,
por ellos, yo lo iba a hacerâ?•, recuerda Anyi Heredia tres aÃ±os despuÃ©s. Hay detalles que la siguen
atormentando, como cuando le enseÃ±aron una foto de su hijo de ocho aÃ±os diciÃ©ndole:
â??MaÃ±ana le vamos a cortar un dedoâ?•. O escenas que permanecen tatuadas en su memoria,
como la de aquella maÃ±ana del 26 de diciembre de 2019, cuando la Navidad terminÃ³ abruptamente
para su familia.

Ese jueves, a las 11:30 de la maÃ±ana, al menos seis funcionarios de la DirecciÃ³n General de
Contrainteligencia Militar (Dgcim) llegaron al apartamento de Anyi, en la urbanizaciÃ³n Playa Grande
del estado La Guaira, a 30 minutos de Caracas. No se identificaron ni mostraron orden de
allanamiento, pero estaban uniformados. Anyi estaba con sus padres (que habÃan ido a pasar unos
dÃas con ella) y sus dos hijos, una bebÃ© de 15 meses y un niÃ±o de ocho aÃ±os. Horas antes, en la
madrugada de ese mismo dÃa, un primer contingente habÃa ido a la casa de sus padres, en la
urbanizaciÃ³n Hugo ChÃ¡vez de La Guaira, cerca de Playa Grande. No consiguieron a nadie, pero
forzaron la cerradura, entraron y destrozaron todo. Buscaban algo.

Los tres son los familiares directos del capitÃ¡n Ã•nyelo Heredia Gervacio, detenido por la Dgcim el 31
de marzo de 2017 en el estado TÃ¡chira e imputado por la FiscalÃa Militar Tercera Nacional por
traiciÃ³n a la patria, instigaciÃ³n a la rebeliÃ³n y motÃn. Heredia Gervacio fue recluido en la prisiÃ³n
militar de Ramo Verde, ubicada en Los Teques, capital del estado Miranda, a 50 minutos de Caracas.
Pero la Dgcim lo cazaba de nuevo en esos dÃas navideÃ±os porque el dÃa anterior, el 25 de
diciembre de 2019, habÃa logrado fugarse de ese centro de reclusiÃ³n.

A Anyi y a sus padres los sacaron del apartamento esposados, los montaron en una camioneta tipo
Jeep donde los llevaron a Caracas, a un centro clandestino de torturas. AllÃ estuvieron ocho dÃas. 

La detenciÃ³n arbitraria de la familia del capitÃ¡n Heredia fue apenas el preÃ¡mbulo de un
procedimiento que los funcionarios de contrainteligencia militar han estado usando de manera
metÃ³dica contra familiares de personas perseguidas por motivos polÃticos, sean militares o civiles. De
acuerdo con la MisiÃ³n Internacional Independiente de DeterminaciÃ³n de Hechos sobre Venezuela de
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Naciones Unidas, esta tÃ©cnica tiene nombre: Sippenhaft. 

El segundo informe de la MisiÃ³n (FFM, por sus siglas en inglÃ©s), publicado el 16 de septiembre de
2021, la menciona por primera vez : â??Un acusado de participar en la operaciÃ³n GedeÃ³n en mayo
de 2020 dijo al tribunal de control en su audiencia preliminar que unos agentes de la DGCIM lo habÃan
torturado y le habÃan dicho que utilizarÃan el Sippenhaft (una tÃ¡ctica de castigo colectivo utilizada por
los nazis). Posteriormente detuvieron a sus dos hermanas y a su cuÃ±ado y los retuvieron en La
BoleÃta [sic] durante 32 dÃasâ?•.

Su origen se remonta a la Alemania del nazismo y tiene una definiciÃ³n inquisidora, â??castigo por
responsabilidad familiarâ?•. En casi ocho dÃ©cadas, el mÃ©todo no ha cambiado. Consiste en detener
a uno o varios familiares de algÃºn sospechoso de cometer crÃmenes contra el Estado. En Alemania,
era una norma legal que se convirtiÃ³ en mecanismo de control social y reducciÃ³n de la disidencia
polÃtica, como explica el investigador australiano Robert Loeffel, uno de los autores que ha investigado
este tipo de castigo.

En el artÃculo titulado Sippenhaft, terror y miedo en la Alemania Nazi: Examinando una faceta del
terror tras el complot del 20 de julio de 1944, publicado en 2007, Loeffel detalla que esta tÃ©cnica
comenzÃ³ a aplicarse con mÃ¡s frecuencia tras el atentado del 20 de julio de 1944, cuando el coronel
Claus von Stauffenberg liderÃ³ un intento de asesinato de Adolfo Hitler, el de la llamada OperaciÃ³n
Valquiria. 

DespuÃ©s de esa fecha, â??este castigo fue ampliamente promovido e impulsado por los principales
nazis, asÃ como dentro del ejÃ©rcito alemÃ¡n, donde delitos como la deserciÃ³n y la traiciÃ³n de las
tropas eran tratados como de naturaleza polÃticaâ?•, seÃ±ala Loeffel. 

De acuerdo con su investigaciÃ³n histÃ³rica, en los archivos de la Gestapo, policÃa secreta del Estado
nacionalsocialista, no aparecen detalles de las detenciones de Sippenhaft. La tÃ©cnica incluÃa
castigos que â??iban desde el arresto y la ejecuciÃ³n, en los ejemplos mÃ¡s extremos, hasta el
encarcelamiento prolongado, la pÃ©rdida de la ciudadanÃa, el empleo, la educaciÃ³n y la
confiscaciÃ³n de bienesâ?•.

En otra de sus investigaciones, El castigo familiar en la Alemania nazi: Sippenhaft, terror y mito (2012),
Loeffel presenta evidencias de que era usada desde mucho antes del atentado, citando que ya entre
1933 y 1934 habÃa un miedo arraigado entre la poblaciÃ³n alemana â??debido a su uso extensivo
contra enemigos polÃticos como lÃderes comunistas, socialistas y sindicales, asÃ como sus familias.
Particularmente en aquellos casos donde los sospechosos de participar en actividades antiestatales
habÃan logrado huir de Alemaniaâ?•. Los paralelismos con la Venezuela del madurismo saltan a la
vista.

Tras una investigaciÃ³n de 10 meses, Armando.info logrÃ³ identificar 25 casos que evidencian la
prÃ¡ctica del Sippenhaft en Venezuela, entre los que se incluye el de la familia del capitÃ¡n Heredia, la
esposa de un militante del partido Bandera Roja, la novia de una persona que trabajaba con el
gobierno interino de Juan GuaidÃ³, el hijo de un alcalde opositor, los hermanos y padres de cuatro
militares disidentes, la familia de un productor agropecuario y mÃ¡s de una decena mÃ¡s. Para esta
recolecciÃ³n se hicieron entrevistas a representantes de organizaciones defensoras de derechos
humanos, abogados, diez vÃctimas directas e indirectas, y se realizaron bÃºsquedas hemerogrÃ¡ficas
y documentales. 
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 â??Me decÃan que tenÃa un hijo delincuente y me daban cachetadasâ?•

Armando.info tambiÃ©n determinÃ³ que este castigo es aplicado en Venezuela al menos desde 2014,
primero bajo formas que solo llegaban al hostigamiento, y que a partir de 2017 â??aÃ±o de las
protestas masivas contra NicolÃ¡s Maduroâ??, cambiÃ³ su patrÃ³n de ejecuciÃ³n. Desde entonces,
empleÃ³ de forma sistemÃ¡tica el castigo y la tortura contra familiares de â??objetivos polÃticosâ?•,
que pueden ser militares disidentes o civiles opositores (reales o percibidos como tales).

Este mÃ©todo es efectivo porque usualmente logra producir un quiebre emocional y doblegar a su vÃ­
ctima. Uno de los abogados entrevistados para esta investigaciÃ³n, que pidiÃ³ mantener su nombre en
reserva por seguridad, asegura que las vÃctimas coinciden en que ese quiebre se produce cuando
mencionan a sus familiares durante los interrogatorios y torturas. â??Esto agrava mucho mÃ¡s la
situaciÃ³n de vulnerabilidad de la vÃctima y la discrecionalidad del funcionario, que sabe que este
mÃ©todo es efectivo para lograr su finâ?•.

Tras el objetivo polÃtico

Cuando los funcionarios de la Dgcim conducÃan la camioneta con los padres y la hermana del
capitÃ¡n Heredia, con sus caras cubiertas con franelas para que no supieran dÃ³nde los llevaban, uno
de ellos hizo una llamada en la que pedÃa que le prestaran una casa por pocos dÃas. Al comenzar a
subir hacia Caracas por la autopista se detuvieron durante un rato, recuerda Anyi Heredia, para que
varios funcionarios se regresaran a buscar a su hijo de ocho aÃ±os, que habÃan dejado en el
apartamento de una vecina. A su bebÃ© de 15 meses la dejaron al cuidado de una vecina del edificio. 

Al llegar a la casa â??que presumen fue la que el funcionario pidiÃ³ prestadaâ?? los separaron a cada
uno en Ã¡reas diferentes. En los prÃ³ximos ocho dÃas, la familia del capitÃ¡n Heredia fue sometida a
interrogatorios, golpizas, amenazas, torturas fÃsicas y psicolÃ³gicas.

â??Me echaban agua y me hacÃan preguntas [...] Me daban cachetadas y me decÃan â??Â¡habla,
habla!â?? [...] TenÃan un cuaderno con las preguntas y tenÃan un palo, me lo enseÃ±aban y decÃan
que me lo iban a meter. Yo de verdad no sabÃa dÃ³nde estaba mi hermano, no tenÃa nada que
decirâ?•, cuenta Anyi Heredia, quien entonces tenÃa 40 aÃ±os. El ensaÃ±amiento hacia ella fue mayor
que con sus padres. Le apuntaban un revÃ³lver cerca de la cara, le cubrÃan la cabeza con una bolsa
para asfixiarla.  

El 24 de diciembre, el capitÃ¡n Ã•ngelo Heredia recibiÃ³ la visita de su papÃ¡, Julio Heredia, en la
cÃ¡rcel. Le advirtiÃ³ que se iba a escapar y le dio una direcciÃ³n del lugar donde se esconderÃa. Pero
se trataba de una direcciÃ³n falsa para despistar a los funcionarios de la Dgcim si le preguntaban a su
padre, explica el capitÃ¡n Heredia. Y asÃ sucediÃ³, segÃºn cuenta. 

Julio Heredia, quien en ese momento tenÃa 80 aÃ±os, dijo lo que sabÃa. Pero cuando los funcionarios
no consiguieron nada en la direcciÃ³n seÃ±alada, aumentaron los tratos crueles contra Ã©l, su esposa
y su hija secuestrada. Saturnina Gervacio, madre del capitÃ¡n Heredia, interviene: â??Me decÃan que
tenÃa un hijo delincuente y me daban cachetadas. Cuando le pegaban a mi hija yo la escuchaba llorar
y les gritaba que no me la mataranâ?•. El objetivo de estas torturas era detener de nuevo al capitÃ¡n, a
quien seÃ±alaban de participar en una conspiraciÃ³n contra NicolÃ¡s Maduro. 
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AdemÃ¡s de la familia Heredia, la Dgcim tambiÃ©n detuvo a Oscar MartÃnez, cuÃ±ado del capitÃ¡n y
tambiÃ©n militar. 

El viernes 3 de enero de 2020, la familia del capitÃ¡n Heredia fue finalmente liberada. Como si se
tratara de un secuestro los dejaron al final de la tarde en un lugar solitario en la zona de Puerto Viejo,
en La Guaira, sin dinero, despuÃ©s de ruletearlos por varios lugares a bordo de una camioneta lujosa.
Los funcionarios le dieron una orden taxativa: â??No podÃamos dar informaciÃ³n de lo que nos
hicieron allÃ¡ porque, si lo hacÃamos, nos iban a agarrar de nuevo y no iban a soltarnos mÃ¡s, nos
iban a desaparecerâ?•, dice Anyi Heredia. Toda la familia huyÃ³ de Venezuela apenas pudo. El
capitÃ¡n Heredia tambiÃ©n logrÃ³ escapar de sus perseguidores. Primero se ocultÃ³ en Colombia y
luego siguiÃ³ a Estados Unidos. â??Maduro destruyÃ³ a mi familiaâ?•, repite desconsolada, al otro lado
del telÃ©fono, Saturnina Gervacio. TenÃa 63 aÃ±os cuando la detuvieron y torturaron. 

Hecho en socialismo

De los 25 casos de Sippenhaft que identificÃ³ Armando.info, 14 corresponden a familiares de un
militar perseguido; los 11 restantes estÃ¡n relacionados con civiles considerados opositores al
Gobierno. Los datos recolectados permiten ver que en 2017 hubo cinco casos, seis en 2018, tres en
2019 y ocho en 2020, cifra que destaca por haber sido un aÃ±o de restricciones a causa de la
pandemia de la covid-19. Aunque no son cifras absolutas, sirven como referencia sobre su incidencia. 

La Dgcim suele ser el organismo a cargo de ejecutar este tipo de castigo, pero tambiÃ©n se ha
documentado la actuaciÃ³n de funcionarios del Servicio Bolivariano de Inteligencia Nacional (Sebin),
en menor escala. De hecho, varios casos estÃ¡n incluidos en los informes pÃºblicos de 2020 y 2021 de
la FFM. Desde 2019, esta instancia del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, tiene la
tarea de indagar sobre la ejecuciÃ³n en Venezuela de cuatro tipos de crÃmenes desde 2014:
ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas, detenciones arbitrarias y torturas, tratos crueles,
inhumanos o degradantes. Fue, en la recopilaciÃ³n de testimonios de vÃctimas de estos crÃmenes,
que la FFM llegÃ³ a un caso de Sippenhaft. 

Al momento de abordar a las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la defensa de derechos
humanos, fue comÃºn notar que el tÃ©rmino Sippenhaft no les resultaba familiar o no lo consideraban
como una categorÃa de clasificaciÃ³n para las vÃctimas que atendÃan. Algunos explicaron que no lo
incluyen porque no es un crimen o delito tipificado en leyes internacionales.

Entre las consultadas, solo el Foro Penal tiene una clasificaciÃ³n que se ajusta al concepto de
Sippenhaft. El abogado Gonzalo Himiob, vicepresidente de la organizaciÃ³n, explica que en el Manual
de Litigio EstratÃ©gico de esa organizaciÃ³n tienen una categorÃa de uso interno llamada ExtracciÃ³n.
â??AquÃ encontramos los casos de detenciÃ³n de familiares o amigos de la persona que se pretende
perseguir con el objeto de extraer informaciÃ³n, en muchos casos bajo tortura, sobre el paradero de un
perseguido polÃtico o para motivar la apariciÃ³n de esa otra personaâ?•, explica Himiob.

Martha Tineo, abogada y directora de la organizaciÃ³n Justicia, Encuentro y PerdÃ³n, considera que la
prÃ¡ctica es tan comÃºn que â??podrÃa decirse que al menos 60% de los familiares de presos polÃ­
ticos han sido vÃctimas de Sippenhaft de una u otra maneraâ?•, con torturas directas, hostigamientos o
maltratos recurrentes. SegÃºn Tineo, existe un subregistro, pues menos de 5% de las vÃctimas
denuncia formalmente esta situaciÃ³n a causa del miedo que sienten. 
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El abogado Carlos MarrÃ³n Colmenares es parte de ese escaso 5%. El 10 de abril de 2018, su padre
de 73 aÃ±os, RamÃ³n MarrÃ³n, saliÃ³ a caminar como de costumbre por los alrededores de su casa,
en la urbanizaciÃ³n Valle Arriba (barrio de clase pudiente del sureste de Caracas), cuando de pronto
fue interceptado por unos hombres que lo obligaron a meterse en un carro blanco. La cÃ¡mara de
seguridad de uno de los edificios cercanos grabÃ³ lo que parecÃa ser un secuestro planificado por el
hampa comÃºn. Tras saber que no aparecÃa, su hijo, que tenÃa varios aÃ±os residenciado legalmente
en Estados Unidos, decidiÃ³ viajar esa noche a Venezuela. Al llegar al Aeropuerto Internacional de
MaiquetÃa, lo esperaban agentes de la Dgcim.

Lo llevaron a la sede en BoleÃta, Caracas, donde lo interrogÃ³ Alexander Granko Arteaga, jefe de la
DirecciÃ³n de Asuntos Especiales. En medio de las torturas a las que era sometido en el interrogatorio,
relata MarrÃ³n Colmenares, Granko Arteaga le preguntÃ³ si su padre tenÃa alguna enfermedad y
tomaba alguna medicina. AhÃ se diÃ³ cuenta de que el secuestro de su padre lo habÃa hecho la
Dgcim y le reclamÃ³ a Granko Arteaga, pero esa actitud desafiante solo le valiÃ³ mÃ¡s golpes.

â??PasÃ© 60 dÃas incomunicado y aislado, nunca supe si a mi papÃ¡ lo soltaron o si estaba con vida.
Cuando finalmente Ã©l me pudo visitar es que me entero de cÃ³mo fue todo. Mi papÃ¡ me cuenta que
Granko Arteaga fue el que lo entrevistÃ³, lo llevaron a una casa clandestina de tortura y allÃ estuvo
cuatro dÃas, lo metÃan en un sarcÃ³fago, le daban solamente dos vasos de agua al dÃa. Le decÃan
â??Â¿dÃ³nde estÃ¡ tu hijo? Si tu hijo no viene te vamos a matarâ??. Cuando lo liberaron le dijeron
â??te vamos a soltar porque tu hijo se entregÃ³, si no, te Ãbamos a eliminarâ??â?•.

Ante el paÃs, Carlos MarrÃ³n fue presentado como el dueÃ±o del sitio web dolarpro.com, pÃ¡gina que
marcaba el precio del dÃ³lar paralelo en ese entonces, y seÃ±alado de terrorista financiero.
â??Cuando Granko Arteaga me interroga me dice que yo fui dueÃ±o de esa pÃ¡gina. â??Â¿En la ley
cambiaria dice que un exdueÃ±o de un dominio estÃ¡ cometiendo delito?â?•, le preguntÃ©, y me dijo:
â??No, pero te jodiste, tengo que presentar a alguien en Mirafloresâ?•, relata MarrÃ³n Colmenares,
haciendo referencia al palacio de gobierno.  

Lo cierto es que MarrÃ³n habÃa sido el dueÃ±o de ese dominio durante cuatro o cinco aÃ±os pero
nunca tuvo una pÃ¡gina activa. En 2018, dos amigos lo llamaron para proponerle activar un sitio web;
pero como a MarrÃ³n no le interesaba aparecer vinculado a ese portal, sobre todo porque todavÃa
tenÃa familia en Venezuela, lo traspasÃ³ a una persona, a la que llama â??MarÃa AngÃ©licaâ?•, que
no tenÃa a nadie en el paÃs. La pÃ¡gina dolarpro.com era la Ãºnica que se mantenÃa activa, en tanto
que los otros dos portales dedicados al mercado cambiario que existÃan hasta entonces habÃan sido
controlados por el gobierno, explica el abogado.

MarrÃ³n dice no tener dudas de que fue un preso polÃtico de Tareck El Aissami, quien era
vicepresidente en esa Ã©poca y estaba al frente de una nueva polÃtica cambiaria que pretendÃa
activar las casas de cambio en la frontera. Estuvo 21 meses detenido sin ser llevado a tribunales. 

Su liberaciÃ³n pasÃ³ por la intermediaciÃ³n de la expresidenta de Chile, Michel Bachelet, para ese
momento Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, y la mesa de
negociaciÃ³n de entonces. RecibiÃ³ una medida cautelar y, cuando pudo, huyÃ³ de Venezuela. Toda
su familia estÃ¡ con Ã©l en Estados Unidos. 

Madres, hijas, esposas
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Entre las amenazas a familiares que han quedado documentadas y han sido elevadas al Consejo de
Derechos Humanos de Naciones Unidas, se encuentran frases como â??tus hijas ya estÃ¡n bastante
grandes para hacer sexo oralâ?•, dichas como amenaza a un detenido para hacerlo incriminarse o
incriminar a otras personas, y asÃ evitar la violaciÃ³n de sus hijas o su esposa.

Este ejemplo, que se refiere a una persona detenida en las protestas de 2017, es citado por otro de los
abogados entrevistados, quien tambiÃ©n pidiÃ³ la reserva de su identidad, para explicar que las
amenazas de abuso sexual contra mujeres son recurrentes durante los interrogatorios y torturas son
usadas cuando los funcionarios quieren obtener no solamente informaciÃ³n sobre un hecho o sobre un
tercero, sino tambiÃ©n una declaraciÃ³n falsa. La violencia sexual es otro patrÃ³n investigado por la
FFM de Naciones Unidas y mÃ¡s recientemente por la Corte Penal Internacional, que, en los anexos
del informe publicado en abril de 2023, recibiÃ³ relatos que clasificaron como â??Violencia extrema,
incluidos los crÃmenes sexuales y de gÃ©neroâ?•.

Un caso que evidencia la persecuciÃ³n contra familiares mujeres es el de Reyes HernÃ¡ndez
GonzÃ¡lez. A finales de octubre de 2020, este productor agropecuario recibiÃ³ libertad plena tras ser
imputado por supuesta traiciÃ³n a la patria, terrorismo y asociaciÃ³n para delinquir, delitos por los que
estuvo preso desde 2017 en el sÃ³tano 2 de la Dgcim, conocido como la Casa de los sueÃ±os. 

HernÃ¡ndez GonzÃ¡lez recuerda que saliÃ³ de la sede de BoleÃta a las 6:00 de la tarde, pasÃ³ por la
casa de la urbanizaciÃ³n Prados del Este, en Caracas, donde vivÃan sus hijas y tambiÃ©n se
encontraba su mamÃ¡, y siguiÃ³ hasta Valencia, capital del estado Carabobo, a dos horas al oeste,
para encontrarse con su actual esposa. Estando allÃ¡, lo llamÃ³ uno de sus hermanos para avisarle
que la Dcgim se habÃa llevado a BoleÃta a su mamÃ¡, de 78 aÃ±os, sus tres hijas (cinco, nueve y 14
aÃ±os) y la nana encargada de cuidarlas.

Ã?l era el objetivo pero como no estaba, las tomaron como rehenes. El productor asegura haber
llamado a la Dgcim y hablado directamente con el general Carlos TerÃ¡n Hurtado, a quien le dijo que lo
fueran a buscar en Valencia. Ã?ste le exigiÃ³ regresar por sus propios medios. â??Reyes, vente, que
tengo a tus hijas y no las voy a soltar hasta que tÃº no lleguesâ?•, le dijo el general. 

â??Â¿DÃ³nde estÃ¡ su hijo? DÃgale que no dÃ© mÃ¡s declaracionesâ?•

Su esposa lo llevÃ³ a Caracas al dÃa siguiente. Lo dejÃ³ en el centro comercial Los RuÃces, cerca de
la Dgcim. â??AhÃ llamÃ© al general TerÃ¡n Hurtado y le dije que me iba a entregar, que me
buscaranâ?•, detallÃ³ HernÃ¡ndez GonzÃ¡lez. Sus tres hijas, la mamÃ¡ y la nana, estuvieron 13 horas
en la Dgcim. Cuando Ã©l llegÃ³ las pudo ver. Pero rÃ¡pidamente pasÃ³ junto con su abogado a una
oficina donde lo esperaban el general TerÃ¡n Hurtado â??jefe de investigaciones en ese momentoâ??,
el coronel NÃ©stor Blanco Hurtado y el teniente Abel Angola. AllÃ le dicen que tiene una orden de
captura en Apure. â??Lo mÃ¡ximo que puedo hacer por ti es soltarte a tu familia. TÃº te quedasâ?•, le
dijo el general, segÃºn recuerda. Fueron 16 meses mÃ¡s de prisiÃ³n en la Casa de los sueÃ±os.

HernÃ¡ndez GonzÃ¡lez sostiene que su persecuciÃ³n se debe a las presiones a las que el gobierno lo
sometÃa para que vendiera el Hato Chaparralito, su finca de 7.500 hectÃ¡reas en Apure, atractiva por
su ubicaciÃ³n estratÃ©gica en la frontera con Colombia y por su pista aÃ©rea construida en 1958 y
registrada en el Instituto Nacional de AeronÃ¡utica Civil (Inac). No la vendiÃ³, pero tras su detenciÃ³n
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en 2017 fue ocupada por funcionarios del Estado y ha sido saqueada, asegura.

En diciembre de 2021, recibiÃ³ una nueva boleta de libertad plena por el tribunal de Apure que habÃa
ordenado su detenciÃ³n en 2020. En ese momento se encontraba bajo una medida de casa por cÃ¡rcel
que cumplÃa en San Fernando de Apure, la capital estatal. Al conocer la noticia, buscÃ³ la manera de
salir del paÃs, anticipando que la persecusiÃ³n en su contra no cesarÃa. 

LlegÃ³ hasta el estado FalcÃ³n, donde abordÃ³ una lancha hasta la penÃnsula de La Guajira, que
Venezuela comparte con Colombia, e ingresÃ³ al paÃs vecino. Actualmente reside en Estados Unidos
como testigo protegido, pero su huÃda intensificÃ³ la persecuciÃ³n contra su familia. 

En marzo de 2023, funcionarios de la PolicÃa AnticorrupciÃ³n y Terrorismo, vestidos de negro y con
armas largas, fueron hasta la finca de uno de sus hermanos, Carlos Eduardo HernÃ¡ndez, en El
Socorro, estado GuÃ¡rico. Como no lo encontraron allÃ, fueron a la casa de su mamÃ¡, donde sÃ
consiguieron a otro de sus hermanos, Jorge Luis HernÃ¡ndez, y se lo llevaron detenido. Lo sometieron
a un interrogatorio donde le preguntaban dÃ³nde estaba su hermano, Reyes HernÃ¡ndez. â??Dile que
se entregueâ?•, decÃan. DespuÃ©s de ocho horas lo liberaron. A los tres dÃas regresaron a la casa
de su mamÃ¡, MarÃa Piedad HernÃ¡ndez, para tomarle una declaraciÃ³n. Se llevaron su telÃ©fono, la
intimidaron: â??Â¿DÃ³nde estÃ¡ su hijo? DÃgale que no dÃ© mÃ¡s declaracionesâ?• a la prensa, le
advirtieron. En las siguientes semanas siguieron llamando a su casa, a sus hermanos y a algunos
amigos para enviarle un mensajea travÃ©s de ellos: que se entregue; que se regrese; que no declare
ante la Corte Penal Internacional. 

Derecho a no declarar

En todos los casos de Sippenhaft, el marco legal que debe resguardar a los venezolanos es borrado
por completo. La seguidilla de violaciones de derechos comienza cuando los funcionarios de
inteligencia del Estado detienen arbitrariamente al familiar de ese perseguido por motivos polÃticos,
sigue con la desapariciÃ³n forzada que -como agravante- suele darse en secreto, y continÃºa con la
tortura. Todo bajo un paraguas de clandestinidad que aÃºpa la discrecionalidad de los funcionarios y el
abuso psicolÃ³gico de las vÃctimas. â??Nadie sabe que estÃ¡s aquÃ, podemos hacer cualquier cosa
contigoâ?•, suelen decir los funcionarios.  

La abogada Martina Alcarra, miembro del equipo jurÃdico de la organizaciÃ³n Defiende Venezuela e
investigadora del Observatorio de CrÃmenes de Lesa Humanidad, recuerda que el derecho a la
libertad personal es inviolable. Una detenciÃ³n sÃ³lo puede darse tras la presentaciÃ³n de una orden
judicial o si la persona es hallada in fraganti.

Pero hay un derecho que las vÃctimas desconocen: un familiar (cÃ³nyugue, descendientes,
ascendientes y demÃ¡s parientes) no estÃ¡ obligado a declarar sobre el paradero de una persona que
estÃ¡ siendo buscada. Esta exenciÃ³n ampara a mÃ©dicos y abogados, y estÃ¡ incluida en la secciÃ³n
quinta, artÃculo 210, del CÃ³digo OrgÃ¡nico Procesal Penal vigente (del aÃ±o 2021), reformado por la
Asamblea Nacional oficialista.

Un tribunal de control tambiÃ©n puede ordenar que una persona sea llevada por la fuerza pÃºblica
hacia el Ministerio PÃºblico para que rinda declaraciÃ³n por un hecho que se estÃ© investigando. Esto,
sin embargo, no es considerado una detenciÃ³n sino una entrevista, pero, de nuevo, debe haber una
orden judicial previa.
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â??Sucede mucho que le dicen al familiar que va a ir a una simple entrevista y al llegar al lugar ve que
estÃ¡ siendo detenida arbitrariamente. Es importante que la persona exija la orden, porque el
funcionario no la va a mostrar por iniciativa propia. Igual. cuando se trata de un allanamiento, en lugar
de darles entrada, [hay que] exigir la orden, de lo contrario no se considera inviolabilidad del hogarâ?•,
advierte Omar PiÃ±ango, abogado e investigador de Defiende Venezuela y coordinador del
Observatorio de CrÃmenes de Lesa Humanidad.

El Ãºnico caso que justifica la detenciÃ³n y testimonio de un familiar es cuando sea coautor de algÃºn
delito que por tanto activa investigaciÃ³n previa. En ese caso, se emite una orden judicial con esa
solicitud, explican los abogados.

Ninguno de esos escenarios legales se presentÃ³ en los casos de Sippenhaft recopilados para esta
investigaciÃ³n. 

Luego de la publicaciÃ³n de los informes de la FFM de Naciones Unidas, los abogados han visto una
disminuciÃ³n en esta prÃ¡ctica, tras el pico de casos que empezaron a documentar desde 2017, y
continuÃ³ hasta 2020. Las investigaciones que mantienen Naciones Unidas desde 2019 (el mandato
termina en 2024) y la Corte Penal Internacional (CPI) desde 2018, han provocado un cambio. 

La CPI se enfoca en investigar crÃmenes de lesa humanidad (establecidos en el Estatuto de Roma),
que son distintos a las violaciones de derechos humanos. Ã?stas conllevan a una responsabilidad
estatal, mientras que la CPI establece la responsabilidad penal individual por los crÃmenes
perpetrados. AquÃ cobra relevancia la cadena de mando de organismos e instituciones. 

Otra instancia, pero de alcance regional, es la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Hasta ella
fue enviado uno de los casos mÃ¡s representativos de Sippenhaft venezolano, el de la detenciÃ³n de
Juan Pedro Lares Rangel, hijo del alcalde de Ejido, en el estado MÃ©rida, Omar Lares, quien era
miembro del partido opositor Voluntad Popular. Su historia completa puede ser leÃda en este cÃ³mic
especial que acompaÃ±a a esta investigaciÃ³n. 

En su caso, no hubo orden de aprehensiÃ³n, ni situaciÃ³n de flagrancia que justificara su detenciÃ³n,
pero estuvo en el Helicoide 10 meses, bajo torturas. â??Como nunca fue presentado ante la justicia,
en el registro venezolano no existe nada, ningÃºn rastro, de que estuvo privado de libertad". Por eso,
su liberaciÃ³n en junio de 2018 se produjo sin orden de excarcelaciÃ³n. â??Es decir, el tiempo que
estuvo allÃ fue completamente clandestinoâ?•, subraya Alcarra.

En octubre de 2017, la organizaciÃ³n Defiende Venezuela introdujo una peticiÃ³n ante la ComisiÃ³n
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) por Ã©l y su familia y, en julio de 2022, despuÃ©s de
ser revisado y solicitar informaciÃ³n a los representantes legales como al Estado venezolano, la
ComisiÃ³n pasÃ³ el caso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos en San JosÃ© de Costa
Rica, por la violaciÃ³n de los derechos polÃticos del alcalde Omar Lares y por la desapariciÃ³n forzada,
privaciÃ³n ilegal de la libertad y tortura de su hijo. 

La Corte Interamericana estÃ¡ en el proceso de determinar si el Estado venezolano ha incurrido en
responsabilidad internacional por la violaciÃ³n de alguno de los derechos consagrados en la
ConvenciÃ³n Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y en la ConvenciÃ³n Interamericana
sobre DesapariciÃ³n Forzada de Personas.
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Como sucediÃ³ con la Gestapo, es probable que no se conozca la totalidad de vÃctimas venezolanas
de Sippenhaft porque no hay registro de este tipo de detenciones y castigos en los Ã³rganos de justicia
y de inteligencia del paÃs. Aunque eso deja abierta la pregunta de cuÃ¡ntos casos de Sippenhaft ha
habido verdaderamente en Venezuela queda una primera certeza: al menos 25 familias fueron
quebradas por el madurismo.

 

*Esta es la primera entrega de la serie Rehenes de la ley, investigaciÃ³n sobre casos de Sippenhaft en
Venezuela. Una segunda historia serÃ¡ publicada el domingo 30 de julio.

 
 

En el nombre del padre

Por: PATRICIA MARCANO

Uno de los casos emblemÃ¡ticos de Sippenhaft es el de Juan Pedro Lares Rangel, hijo del alcalde de
Ejido, estado MÃ©rida, Omar Lares, quien militaba en el partido opositor Voluntad Popular. Su
detenciÃ³n, en 2017, fue arbitraria y clandestina, estuvo 10 meses en el Helicoide, sede del Sebin en
Caracas, bajo torturas. Le decÃan que su liberaciÃ³n dependÃa de que su papÃ¡ se entregara. Este
caso estÃ¡ bajo investigaciÃ³n de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en Costa Rica.

Leer cÃ³mic
 
Descargar cÃ³mic (PDF)
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